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PROYECTO DE LEY SOBRE 

MANEJO DE PLAGUICIDAS 

Artículo lº.- (Objetivos. Bienes tutelados). Son objetivos de la presente ley la 

protección de la salud humana, de los recursos naturales, de la producción agropecuaria 

y del patrimonio de terceros, respecto de los daños que pudiera ocasionar el manejo 

inadecuado de plaguicidas o la violación de la normativa que regula su uso. 

Artículo 2°.- (Definición). A efectos de la presente ley se entiende por plaguicida: 

1) Cualquier sustancia o mezclas de sustancias, de carácter orgánico o inorgánico, 

destinadas a combatir insectos, ácaros, roedores y otras especies de plantas y animales 

perjudiciales para el hombre o que interfieren de cualquier otra forma en la producción, 

almacenamiento, transporte o comercialización de alimentos, para consumo humano o 

animal, productos agrícolas y madera y sus derivados. 

2) Aquellos que pueden administrarse a los animales para combatir insectos, arácnidos u 

otras plagas en o sobre sus cuerpos. 

3) El término plaguicida incluye también los siguientes tipos de sustancias: 

a) Reguladores del crecimiento de las plantas, 

b) defoliantes, 

c) desecantes, 

d) agentes para reducir la densidad de la frnta, 

e) agentes para evitar la caída prematura de la frnta 

f) sustancias aplicadas a los cultivos antes o después de la cosecha, para proteger el 

producto contra el deterioro, durante el almacenamiento y transporte. 

Artículo 3°. (Excepciones).- Exceptúase de la aplicación de la presente ley, a los 

productos fitosanitarios agroecológicos certificados por el MGAP en concordancia con 

la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria, de 1951 y demás normas 

concordantes y complementarias. 

Artículo 4°.- (Prohibiciones de utilización) . Queda prohibida la utilización de 

productos plaguicidas en los siguientes casos: 
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a) Aplicaciones o descargas aéreas a una distancia inferior a 500 metros de c01Tientes 

naturales de agua (ríos, arroyos, cañadas) o fuentes superficiales (lagos, lagunas, 

represas, tajamares). 

b) Las aplicaciones terrestres mecanizadas, en todo tipo de cultivo a una distancia 

inferior a 300 metros de corrientes naturales o fuentes superficiales de agua. 

c) Las aplicaciones o descargas aéreas, a una distancia inferior a 1.000 metros alrededor 

de una Unidad Potabilizadora de Agua (UPA) y las aplicaciones terrestres mecanizadas, 

a una distancia inferior a 500 metros de una Unidad Potabilizadora de Agua (UPA). 

d) Las aplicaciones o descargas áreas entorno a escuelas y viviendas rurales, a una 

distancia inferior a 1.000 metros, y las aplicaciones terrestres mecanizada a una 

distancia inferior a 500 metros. 

Artículo 5°.- (Prohibiciones de limpieza y llenado de maquinarias). Queda prohibido el 

llenado y/o limpieza de la maquinaria y herramientas de aplicación de productos 

plaguicidas, mediante toma directa de corrientes naturales o fuentes superficiales de 

agua. Dicho procedimiento deberá realizarse siempre mediante el uso de recipientes 

intermediarios libres de contaminación con dichos productos. 

Artículo 6°.- (Prohibición de circulación) . Se prohíbe la circulación por la vía pública 

de máquinas fumigadoras con el tanque cargado de productos plaguicidas y el 

sobrevuelo de aviones con tanques cargados de plaguicidas sobre fuentes de agua dulce 

destinadas a ser potabilizadas para consumo humano. 

Artículo 7°.- (Denuncia ante la autoridad. Legitimación activa) . Cualquier persona, 

haya sido o no dañada directamente por el uso inadecuado de plaguicidas, podrá 

denunciar ante la autoridad judicial competente todo hecho, acto u omisión que 

contravenga las disposiciones de la presente ley. 

Artículo 8°.- (Fiscalización. Órganos competentes). Corresponde a La Dirección 

General de Servicios Agrícolas (DGSA) del Ministerio de Ganadería Agricultura y 

Pesca (MGAP) y a la DINACIA (Dirección Nacional de Aviación Civil e 

Infraestructura Aeronáutica) del Ministerio de Defensa Nacional, los siguientes 

cometidos: 
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a) Llevar el Registro de Empresas Manipuladoras de Plaguicidas, en el cual 

deberán inscribirse todas aquellas que participen en la importación, fabricación, 

venta, depósito, envasado, traslado, uso y aplicación de plaguicidas en el 

territorio nacional. 

b) Fiscalizar el cumplimiento de la presente ley. 

c) Publicar la nómina de aquellos productos y empresas autorizadas para la 

realización de las actividades enunciadas en el literal a) del presente artículo. 

Artículo 9°.- (Aplicación aérea y terrestre. Autorización). Los titulares de las empresas 

agrícolas que requieran la aplicación aérea o terrestre mecanizada de productos 

plaguicidas, deberán: 

a) Tramitar los permisos correspondientes en la DGSA y en la DINACIA. 

b) Notificar al Municipio, a la Intendencia Departamental, a la Inspección 

Departamental de Salud, a la Inspección Departamental de Escuelas correspondiente, 

con cuarenta y ocho ( 48) horas de antelación, la fecha y hora estimada de la aplicación, 

indicando productos y dosis a utilizar, a efectos de que las mismas pueda realizar las 

comunicaciones y previsiones correspondientes. 

c) Tener en cuenta las condiciones climáticas a fin de evitar la deriva hacia las zonas 

que se desean proteger. 

Artículo 10. (Sanciones).- En los supuestos de inobservancia de cualquiera de las 

obligaciones establecidas en la presente ley, la Dirección General de Servicios 

Agrícolas, podrá aplicar las siguientes sanciones: 

a) Apercibimiento; 

b) Multa; 

c) Interdicción de predios. 

d) Suspensión y/o baja del registro correspondiente; 

e) Inhabilitación temporal o permanente para realizar la actividad que dio lugar a la 

infracción; 

f) Secuestro y decomiso de productos y mercaderías contaminadas o contaminantes 

así como de los equipos de aplicación y/o vehículos y otros elementos utilizados 

para cometer la infracción. 
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g) En todos los casos se impondrá al infractor la obligación de afrontar el costo de la 

destrucción y/o disposición final de los productos y/o mercaderías contaminadas, 

según los procedimientos que se fijen en la reglamentación. 

Los montos de las multas y la duración de las interdicciones, clausuras o 

inhabilitaciones, serán fijados por la reglamentación y adoptados por la DGSA y la 

DINACIA tomando en consideración para su gradación la gravedad de la infracción 

y los antecedentes del responsable. Se considerará como muy especialmente 

agravante la circunstancia de que el infractor hubiese omitido inscribirse o se 

encontrase suspendido o excluido, del registro a que hace referencia el literal a) del 

artículo . 7 de la presente ley. 

Senadora de la República 

Montevideo 15 de Noviembre de 2016 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Este proyecto de ley procura dar cumplimiento al mandato Constitucional respecto a los 

derechos de las personas, que en su Art. 7 expresa: "Los habitantes de la República 

tienen derecho a ser protegidos en el goce de su vida, honor, libertacl, seguridall, 

trabl!ÍO y propiedad. Nadie puede ser privado de estos derechos sino conforme a las 

leyes que se establecieron por razones de interés general." Y a la protección del medio 

ambiente, que en su Art. 47 establece: "La protección del medio ambiente es de interés 

general. Las personas deben abstenerse de cualquier acto que cause depredación, 

destrucción o contaminación graves al medio ambiente. La ley reglamentaria está a 

disposición y podrá prever sanciones para los transgresores . . , Y que "El agua es un 

recurso natural esencial para la vida. " 

Este compromiso insoslayable, atañe al conjunto de la sociedad, por lo que el Estado, 

las personas y las organizaciones tienen el derecho y deber de cumplir . 

. En ese sentido la legislación sobre los derechos humanos y todo el conjunto de leyes 

que integran el sistema fundado por la Ley 18.308 y que tienen en su materia la 

protección del medio ambiente, el derecho a la vida, la protección del agua son el marco 

en el cual se inscribe y fundamenta este proyecto de ley. 

En cuanto a la protección del Medio Ambiente, son fundamentos de este, La Ley 

General de Protección del Medio Ambiente, Nº 17283; la ley de Evaluación de Impacto 

Ambiental Nº 16.466 que considera en su artículo 2º : "A los efectos de la presente ley 

se considera impacto ambiental negativo o nocivo toda alteración de las propiedades 

fi.sicas, químicas o biológicas del medio ambiente causada por cualquier forma de 

materia o energía resultante de las actividades humanas que directa o indirectamente 

perjudiquen o dañen: i) la salud, seguridad o calidad de vida de la población; ii) las 

condiciones estéticas, culturales o sanitarias del medio y iii) la configuración, calidad y 

diversidad de los recursos naturales"; La ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 

Sostenible Nª 18.308, y en especial los siguientes aitículos: Artículo 5º. (Principios 

rectores del ordenamiento territorial).- Son principios rectores del ordenamiento 

territorial y desarrollo sostenible: k) La prevención de los conflictos con incidencia 

territorial y Artículo 49. (Prevención de riesgos)- Los instrumentos deberán tener en 

cuenta en la asignación de usos de suelo los objetivos de prevención y las limitaciones 
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territoriales establecidas por los organismos competentes en lo referido a los riesgos 

para la salud humana, La Política Nacional de Aguas Ley Nº 18.610" en su artículo 7° 

dice: "Toda persona deberá abstenerse de provocar impactos ambientales negativos o 

nocivos en los recursos hídricos, adoptando las medidas de prevención y precaución 

necesarias". 

En cuanto a la salud de las personas y los derechos humanos, la Organización 

Mundial de la Salud define que: "La salud es un estado de completo bienestar físico, 

mental y social, y no solamente la ausencia de afecciones o enfermedades". 

Numerosos informes de la OMS se han emitido acerca del uso y riesgo de plaguicidas. 

En todos los casos, queda claro que la mayoría de los envenenamientos por plaguicidas 

se debe a la exposición de las personas al mismo. "La contaminación ambiental también 

puede llevar a la exposición humana debido al consumo de restos de plaguicidas en los 

alimentos y, pos;/Jlemente, en el agua potable. " El Código internacional de conducta 

para la distribución y utilización de plaguicidas de la OMS, del 2011 habla en su 

numeral 4 de las Responsabilidades:" 4.1 Los gobiernos deben: (a) introducir las leyes 

necesarias para la regulación de plaguicidas y prever su aplicación efectiva; (b) 

esforzarse por instaurar estrategias de registro de plaguicidas e infraestructuras bajo 

las cuales los productos puedan ser registrados antes de su uso doméstico y asegurarse 

de que cada producto plaguicida sea registrado antes de que sea accesible al uso . 

Según informes recientes: La Agencia Internacional para la Investigación sobre el 

Cáncer (IARC), dependiente de la Organización Mundial de la Salud (OMS), declaró 

algunos pesticidas como cancerígenos ''posibles" o "probables, El herbicida 

glifosato (sustancia activa del Roundup, uno de los herbicidas más vendidos) y los 

insecticidas diazinón y malatión han sido clasificados como ''probablemente 

cancerígenos para los humanos". 

Por otra parte, existen otros estudios que versan sobre los efectos causados por los 

plaguicidas al ambiente y a la salud: Cuando un plaguicida es aplicado a un cultivo, 

solamente alcanza el organismo "blanco" aproximadamente el 1%, mientras que el 25 

% es retenido en el follaje, el 30 % llega al suelo y el 44 % restante es exportado a la 

atmósfera y a los sistemas acuáticos por escorrentía y lixiviación (Brady y Weil, 1996). 

Posteriormente el compuesto puede ser transportado desde el suelo hacia el aire, agua 
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o vegetación, pudiendo entrar en contacto - por inhalación o ingestión - con una amplia 

gama de organismos, incluyendo los seres humanos (Wesseling, 1997). 

Se entiende por plaguicida cualquier sustancia o mezclas de sustancias, de carácter 

orgánico o inorgánico, que está destinada a combatir insectos, ácaros, roedores y otras 

especies indeseables de plantas y animales que son pe1judiciales para el hombre o que 

interfieren de cualquier otra forma en la producción, elaboración, almacenamiento, 

transporte o comercialización de alimentos, producción de alimentos, productos 

agrícolas, madera y productos de madera o alimentos para animales, también aquellos 

que pueden administrarse a los animales para combatir insectos arácnidos u otras plagas 

en o sobre sus cuerpos. 

El término plaguicida incluye también los siguientes tipos de sustancias: reguladores 

del crecimiento de las plantas, defoliantes, desecantes, agentes para reducir la densidad 

de la fruta, agentes para evitar la caída prematura de la fruta y sustancias aplicadas a los 

cultivos antes o después de la cosecha, para proteger el producto contra el deterioro, 

durante el almacenamiento y transporte. 

El Estado es quien debe <lar garantías y asegurar la protección de la salud humana, de 

los recursos naturales en especial del agua y promover el desan-ollo de la producción 

agropecuaria de un modo sostenible evitando, los daños que pudiera ocasionar el 

manejo descontrolado de plaguicidas en violación a la normativa que regula su uso y así 

en vio lación a los derechos fw1damentales de las personas. 

Al mismo tiempo, los productores tienen el derecho de desplegar en sus actividades 

toda la tecnología e innovación que consideren conveniente, siempre y cuando no afecte 

el bien común, el medio ambiente, no perjudiquen aspectos esenciales del bienestar 

social y sobre todo, la salud de las personas. 

Es de conocimiento que en nuestro país existen algunas normas que restringen el uso y 

la aplicación de plaguicidas, algunas establecidas por la Dirección General de Servicios 

Agrícolas, división dependiente del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, 

donde se establecen distancias para fumigaciones aéreas que se han verificado como 

insuficientes, tal es el caso de las Resoluciones de fecha 14 de mayo de 2004 y 25 de 

marzo de 2011 , donde prohíbe las fumigaciones de productos fitosanitarios en áreas 
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cercanas a centros educativos, zonas urbanas y suburbanas de centros poblados hasta 

una distancia de 500 y 300 metros cuando se realizan por vía aérea o terrestre 

respectivamente y no consideran los arrastres o las derivas de los productos sobre los 

cursos de agua, sobre las personas o sobre otras actividades que eligen una producción 

libre de estos productos desarrollando la "agroecología" y que tienen tantos derechos 

como el otro tipo de productor. 

Además, es necesario considerar la situación de las Usinas Potabilizadoras de Agua 

(UPA), cuya titularidad es la Administración de las Obras Sanitarias del Estado (OSE), 

que de acuerdo a lo publicado en su página oficial existen noventa y ocho plantas 

"abiertas" instaladas y distribuidas en los dieciocho departamentos del interior y que no 

cuentan con normativa que prohíba el alcance de las fumigaciones sobre ellas en forma 

directa o indirecta, viéndose afectadas por la aplicación aérea o terrestre. Esto sin 

perjuicio de la obligación de proteger el recurso agua de nuestros acuíferos. 

Es de conocimiento público el gran aumento del uso de agrotóxicos, el fracaso de los 

controles en su venta y utilización y se pone de manifiesto la imperiosa necesidad de 

implementar restricciones. Existen numerosas denuncias realizadas donde queda de 

manifiesto como escuelas, niños, vecmos y productores han sido afectados por 

fumigaciones en su área de influencia. 

Finalmente, además de todo el respaldo legal y constitucional que fundamenta este 

proyecto de ley, sin perjuicio de otros de carácter internacional, apelamos a la 

aplicación del principio de precaución que establecen los ati.1 de la ley 16.466, el Art. 5 

literal k) de la Ley 18.308 y al principal de los derechos humanos, el derecho a la vida. 

El derecho a la vida es la base. Es la condición indispensable para que 

existan los demás derechos porque está inseparablemente unido a la 

existencia del hombre y es, por consiguiente, el derecho que señala el grado 

de plenitud que el hombre puede alcanzar. Dra. Adriana Montero. 
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